
COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN 

sobre la iniciativa ciudadana europea «Mi voz, mi decisión: por un aborto seguro y accesible» 

(C/2026/1383)

1. INTRODUCCIÓN: LA INICIATIVA CIUDADANA EUROPEA

«Mi voz, mi decisión: por un aborto seguro y accesible» (1) es la 12.a iniciativa ciudadana europea (ICE) presentada a la 
Comisión para su examen tras alcanzar los umbrales (2) exigidos por el Tratado de la Unión Europea y el Reglamento 
(UE) 2019/788 (3) (en lo sucesivo, «el Reglamento ICE»). La iniciativa se registró el 10 de abril de 2024 y fue validada el 
1 de septiembre de 2025.

Los organizadores describen sus objetivos del modo que sigue.

La campaña «Mi voz, mi decisión» ofrece a los ciudadanos europeos la oportunidad de hacer que la vida de las mujeres sea más libre, 
segura y mejor; dondequiera que vivan en nuestra Unión, cualesquiera que sean las condiciones en las que se encuentren.

La falta de acceso al aborto como asistencia sanitaria básica para las mujeres en muchas partes de Europa no solo pone a las mujeres 
en riesgo de sufrir daños físicos, sino que también ejerce una presión económica y mental indebida sobre las mujeres y sus familias, a 
menudo aquellas que viven en las comunidades marginadas y que menos pueden permitírselo.

Existe consenso entre los organismos científicos e internacionales sobre que tratar la atención reproductiva como un lujo no reduce el 
número de abortos, sino que simplemente lleva a las mujeres a someterse a abortos inseguros. La falta de acceso a un aborto seguro 
acaba, perturba y echa a perder innumerables vidas y medios de subsistencia. Esto tiene que acabar. Con esta iniciativa ciudadana 
europea vamos a avanzar hacia una política más justa que refleje nuestros valores europeos de manera más compasiva y concreta.

Para lograr este cambio, pedimos a la Comisión que presente —con un espíritu de solidaridad— una propuesta de apoyo financiero 
a los Estados miembros que estén en condiciones de facilitar la interrupción segura de los embarazos a todas las mujeres en Europa 
que aún carezcan de acceso a un aborto seguro y legal.

Esta solución podría adoptar la forma de un mecanismo de participación voluntaria abierto a los Estados miembros. Los que 
optaran por participar recibirían entonces apoyo financiero de la UE para compensar el peso de este esfuerzo de solidaridad.

Tras la solicitud de los organizadores presentada el 23 de febrero de 2024, la Comisión registró la iniciativa el 10 de abril 
de 2024 (4). La Comisión, en su decisión de registro, dejó claro que «el apoyo financiero a las actuaciones de promoción de 
la salud por parte de los Estados miembros podría entrar en el ámbito de las competencias de apoyo de la Unión con arreglo 
al artículo 168, apartado 5, del TFUE. Sin embargo, cualquier apoyo de este tipo tendría que ceñirse a las limitaciones del 
artículo 168, apartado 7, del TFUE, en la medida en que las acciones de la Unión deben respetar las responsabilidades de 
los Estados miembros en lo que respecta a la definición de su política de salud, así como a la organización y prestación de 
servicios sanitarios y atención médica, lo que incluye la gestión de los servicios de salud y la atención médica, así como la 
asignación de los recursos destinados a dichos servicios. Ningún mecanismo de apoyo financiero puede tener como 
objetivo o efecto limitar la legislación de los Estados miembros en materia de orden público o, de manera más general, las 
decisiones éticas y sanitarias adoptadas por los Estados miembros en el ejercicio de sus competencias en materia de salud».
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(1) https://citizens-initiative.europa.eu/initiatives/details/2024/000004_es.
(2) A tenor del artículo 3 del Reglamento ICE, «[u]na iniciativa será válida si: a) ha recibido el apoyo de al menos un millón de ciudadanos 

de la Unión de conformidad con el artículo 2, apartado 1, (en lo sucesivo, “firmantes”) procedentes de al menos una cuarta parte de los 
Estados miembros, y b) en al menos una cuarta parte de los Estados miembros, el número de firmantes es al menos igual al número 
mínimo establecido en el anexo I, correspondiente al número de diputados al Parlamento Europeo elegidos en cada Estado miembro, 
multiplicado por el número total de diputados al Parlamento Europeo, en el momento del registro de la iniciativa.»

(3) 3 Reglamento (UE) 2019/788 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2019, sobre la iniciativa ciudadana europea 
(DO L 130 de 17.5.2019, p. 55).

(4) Decisión de Ejecución (UE) 2024/1158 de la Comisión, de 10 de abril de 2024, sobre la solicitud de registro, con arreglo al 
Reglamento (UE) 2019/788 del Parlamento Europeo y del Consejo, de la iniciativa ciudadana europea titulada «Mi voz, mi decisión: 
por un aborto seguro y accesible» (DO L, 2024/1158, 19.4.2024, ELI: http://data.europa.eu/eli/dec_impl/2024/1158/oj).

https://citizens-initiative.europa.eu/initiatives/details/2024/000004_es
http://data.europa.eu/eli/dec_impl/2024/1158/oj


Los organizadores recogieron las «declaraciones de apoyo» (firmas) necesarias entre el 24 de abril de 2024 y el 24 de abril 
de 2025. El 1 de septiembre de 2025, después de que las autoridades de los Estados miembros verificaran dichas 
declaraciones de apoyo, los organizadores presentaron la iniciativa a la Comisión. En esta misma fecha, la Comisión 
publicó en el registro ICE el anuncio que confirmaba la validez de la iniciativa.

Los organizadores presentaron los objetivos de la iniciativa en una reunión con la Comisión celebrada el 1 de octubre 
de 2025 y en una audiencia pública organizada por el Parlamento Europeo el 2 de diciembre de 2025. Además, el 
16 de diciembre de 2025, el Parlamento celebró un debate en sesión plenaria sobre la iniciativa y, el 17 de diciembre, 
adoptó una Resolución para apoyarla (5). El Comité Económico y Social Europeo, por su parte, también aprobó un 
dictamen de iniciativa en este sentido el 21 de enero de 2026 (6).

La Comisión se ha comprometido con el principio de promover el más alto nivel de protección sanitaria para las mujeres, y 
perseguir el objetivo de «proteger la salud de las mujeres apoyando y complementando, con pleno respeto a los Tratados, la 
actuación sanitaria de los Estados miembros en relación con el acceso de las mujeres a la salud sexual y reproductiva y los 
derechos conexos».

La presente Comunicación expone las conclusiones jurídicas y políticas de la Comisión sobre la iniciativa, las medidas que 
pretende adoptar y la justificación de su decisión con arreglo al artículo 15, apartado 2, del Reglamento ICE.

2. CONTEXTO

2.1. Contexto internacional

La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing hace hincapié en la necesidad de abordar los abortos en condiciones 
peligrosas como un grave problema de salud pública, que afecta en particular a las mujeres más pobres y jóvenes (7).

Los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas que deben alcanzarse de aquí a 2030
incluyen el objetivo 3.7, relativo a garantizar el acceso universal a los servicios de salud sexual y reproductiva (8).

La Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, de la que son parte todos los Estados miembros, obliga a los Estados partes a adoptar «todas las medidas adecuadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en el ámbito de la asistencia sanitaria con el fin de garantizar, sobre la 
base de la igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a los servicios de asistencia sanitaria, incluidos los relacionados con 
la planificación familiar» (artículo 12) (9).

La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), de la que son 
parte todos los Estados miembros y la UE, hace hincapié en el derecho de las personas con discapacidad a gozar del más 
alto nivel posible de salud sin sufrir discriminación, incluido el acceso a los servicios de salud que tengan en cuenta las 
cuestiones de género. Las personas con discapacidad deben tener acceso a servicios y programas de asistencia sanitaria 
gratuitos o asequibles de la misma variedad, calidad y nivel que a las demás personas, también en el ámbito de la salud 
sexual y reproductiva (10).

Las «Directrices sobre la atención para el aborto» (11) de la Organización Mundial de la Salud (OMS) tienen por objeto 
proporcionar un marco exhaustivo y con base científica de recomendaciones y prácticas óptimas. Estas directrices hacen 
hincapié en que la calidad de la atención para el aborto debe ser «eficaz, eficiente, accesible, aceptable/centrada en el 
paciente, equitativa y segura» (12). Por accesibilidad se entiende la provisión de unos servicios oportunos, asequibles y 
geográficamente accesibles, en un entorno en que las capacidades y los recursos sean apropiados para la necesidad 
médica (13).
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(5) Resolución del Parlamento Europeo, de 17 de diciembre de 2025, sobre la iniciativa ciudadana europea titulada «Mi voz, mi decisión: 
por un aborto seguro y accesible» https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-10-2025-0338_ES.html.

(6) Mi voz, mi decisión:por un aborto seguro y accesible |CESE.
(7) Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (1995), apartados 97 y 106.
(8) LOS 17 OBJETIVOS |Desarrollo sostenible, Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible |Departamento 

de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas.
(9) Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 18 de diciembre de 1979, artículo 12.
(10) Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006), véase el artículo 25.
(11) Directrices sobre la atención para el aborto, 2.a edición, Ginebra: Organización Mundial de la Salud; (2024).
(12) Ídem, p. xix.
(13) Ídem, p. 1.

https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-10-2025-0338_ES.html
https://www.eesc.europa.eu/es/our-work/opinions-information-reports/opinions/my-voice-my-choice-safe-and-accessible-abortion
https://docs.un.org/es/A/CONF.177/20/Rev.1
https://sdgs.un.org/es/goals
https://sdgs.un.org/es/2030agenda
https://sdgs.un.org/es/2030agenda
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-rights-persons-disabilities
https://iris.who.int/server/api/core/bitstreams/dd3d3a9c-6446-4e79-a43c-093a41df46bd/content


2.2. Marco jurídico y contexto político de la UE

Marco jurídico

La obligación de garantizar un alto nivel de protección de la salud humana al elaborarse y ejecutarse todas las políticas y 
acciones de la Unión se contempla en los artículos 9 y 168 del TFUE. El artículo 168 establece las competencias de la UE 
en el ámbito de la salud pública. En particular, el artículo 168, apartado 5, faculta a la UE para adoptar medidas de 
fomento destinadas a proteger y mejorar la salud humana. No obstante, toda ayuda debe respetar las limitaciones 
establecidas en el artículo 168, apartado 7, del TFUE: la acción de la UE debe respetar las responsabilidades de los Estados 
miembros por lo que respecta a la definición de su política de salud, así como a la organización y prestación de servicios 
sanitarios y atención médica. Estas responsabilidades incluyen la gestión de los servicios de salud y de atención médica, así 
como la asignación de los recursos que se destinan a dichos servicios.

En este contexto, cabe señalar que la decisión de un Estado miembro de legalizar o no el aborto, y en qué condiciones, entra 
plenamente dentro de la libertad de organizar su asistencia sanitaria y, por tanto, de los ámbitos que siguen siendo 
responsabilidad de los Estados miembros, tal como se establece en el artículo 168, apartado 7, del TFUE. Esta es la razón 
por la que se excluye toda acción de la UE que pudiera afectar a la decisión de un Estado miembro sobre si se permite o no 
el aborto y en qué condiciones. La competencia que el artículo 168, apartado 5, del TFUE confiere a la UE para prestar 
apoyo financiero a los servicios sanitarios se extiende a los servicios de salud sexual y reproductiva que sean lícitos en un 
Estado miembro, incluidos los servicios relacionados con el aborto legal. Sin embargo, este apoyo financiero también debe 
respetar el reparto de competencias establecido en el artículo 168, apartado 7, del TFUE. Por lo tanto, dicho apoyo no 
puede tener como objetivo ni dar lugar a una situación en la que la financiación de la UE socave directa o indirectamente 
las decisiones de índole normativa o bioética de un Estado miembro en cuanto al aborto.

El artículo 153 del TFUE faculta a la UE para apoyar y complementar la acción de los Estados miembros en diversos ámbitos 
de la política social, incluida la seguridad social y la integración de los grupos marginados. Los artículos 174 y 175 del 
TFUE comprometen a la UE a promover la cohesión económica, social y territorial.

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) ha dictaminado que las disposiciones del TFUE sobre la libre prestación 
de servicios abarcan la libertad de los destinatarios de la asistencia sanitaria, incluidas las personas que precisan 
tratamiento médico (14).

Por lo que se refiere a la interrupción médica del embarazo llevada a cabo de conformidad con la legislación del país en 
el que tiene lugar, el TJUE ha dictaminado que «constituye una prestación de servicios en el sentido del artículo 60 del 
Tratado CEE» (actualmente artículo 57 del TFUE) (15). Esto significa que las mujeres que viajan a otro Estado miembro para 
recibir atención para el aborto están ejerciendo su libertad para recibir servicios en virtud del TFUE.

El artículo 35 de la Carta de los Derechos Fundamentales establece, entre otras disposiciones, que toda persona tiene 
derecho a beneficiarse de la atención sanitaria en las condiciones establecidas por las legislaciones y prácticas 
nacionales, y que al elaborarse y ejecutarse todas las políticas y acciones de la Unión debe garantizarse un nivel elevado 
de protección de la salud humana.

El Reglamento (UE) 2021/1057 establece el Fondo Social Europeo Plus (FSE+) (16), un instrumento clave de la UE que 
tiene por objeto, entre otras cosas, mejorar la cohesión económica y social en todos los Estados miembros. Su objetivo 
general es ayudar a los Estados miembros y a las regiones a lograr altos niveles de empleo, una protección social justa y 
sociedades inclusivas y cohesionadas, con el fin de cumplir los principios establecidos en el pilar europeo de derechos 
sociales (17). Promueve la inclusión social enfocándose en luchar contra la discriminación y corregir las desigualdades, e 
incorpora iniciativas destinadas a promover un acceso equitativo y oportuno a servicios de calidad, sostenibles y 
asequibles, entre ellos la asistencia sanitaria.
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(14) Véase el considerando 26 de la Directiva sobre los derechos de los pacientes, así como los asuntos acumulados 286/82 y 26/83, 
Graziana Luisi y Giuseppe Carbone / Ministero del Tesoro, 31 de enero de 1984, ECLI:EU:C:1984:35; Kohll, C-158/96, apartado 29 y 
jurisprudencia posterior.

(15) Véase Grogan (C-159/90), asunto en el que el TJUE confirmó que la atención para el aborto es un servicio con arreglo a la legislación 
del mercado interior, y como tal, las ciudadanas pueden viajar al extranjero para recibirlo.

(16) Reglamento (UE) 2021/1057 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, por el que se establece el Fondo Social 
Europeo Plus (FSE+) y por el que se deroga el Reglamento (UE) n.o 1296/2013 (DO L 231 de 30.6.2021, p. 21) (Reglamento del FSE+).

(17) Véase el artículo 3 del Reglamento del FSE+.



El FSE+ «también se debe utilizar para promover un acceso oportuno e igualitario a servicios asequibles, sostenibles y de 
alta calidad que promuevan…una atención centrada en las personas, como la asistencia sanitaria» (como se establece en el 
considerando 18 del Reglamento del FSE+). Además, «debido a la importancia del acceso a la asistencia sanitaria, el FSE+ 
debe garantizar las sinergias y la complementariedad con el programa UEproSalud (18) […] y el ámbito de aplicación del 
FSE+ debe incluir el acceso a la asistencia sanitaria para las personas en situación de vulnerabilidad» (tal como indica su 
considerando 21).

En consecuencia, uno de los objetivos específicos del FSE+, establecido en el artículo 4, apartado 1, letra k), es: «mejorar la 
igualdad y la oportunidad del acceso a unos servicios de calidad, sostenibles y asequibles, incluidos los que promueven 
[…] una atención centrada en las personas, incluida la asistencia sanitaria; modernizar los sistemas de protección 
social, también fomentando el acceso a la protección social, con especial atención a los menores y los grupos 
desfavorecidos; mejorar la accesibilidad, también para personas con discapacidad, la efectividad y la resiliencia de los 
sistemas de asistencia sanitaria y de los servicios de cuidados de larga duración».

Por lo tanto, el FSE+ puede apoyar iniciativas, seleccionadas a nivel nacional, destinadas a garantizar y mejorar la igualdad y 
la oportunidad del acceso a los servicios sanitarios, lo que puede incluir el acceso para las personas en situaciones 
vulnerables. Estos esfuerzos forman parte de una estrategia más amplia para reforzar la cohesión social y mejorar la calidad 
de vida general de todas las personas que viven en la UE.

Contexto político

La hoja de ruta sobre los derechos de la mujer de la Comisión, aprobada en octubre de 2025 por todos los Estados 
miembros y por otras instituciones de la UE, incluye, en su Declaración de principios para una sociedad igualitaria en materia de 
género, el principio 2: «Los máximos estándares en materia de salud: toda mujer tiene derecho a los máximos estándares 
posibles de salud física y mental». Defender y promover este principio requiere perseguir el objetivo de «proteger la salud 
de las mujeres apoyando y complementando, con pleno respeto a los Tratados, la actuación sanitaria de los Estados 
miembros en relación con el acceso de las mujeres a la salud sexual y reproductiva y los derechos conexos». Por lo general, 
se entiende que el concepto de salud sexual y reproductiva comprende una amplia gama de servicios que abarcan: i) la salud 
materna; ii) la planificación familiar, incluida la anticoncepción; iii) la educación sexual integral; iv) la prevención de las 
infecciones de transmisión sexual; v) el cáncer reproductivo y el VIH; vi) la atención integral para el aborto; y vii) las 
distintas opciones relativas a la infertilidad y a la fertilidad (19).

El 16 de diciembre de 2025, el Parlamento Europeo celebró un debate sobre la iniciativa «Mi voz, mi decisión», durante el 
cual la mayoría de los diputados subrayaron la importancia del objetivo de la iniciativa, proteger el acceso de las mujeres a la 
asistencia sanitaria. La Resolución correspondiente también subraya que la iniciativa tiene por objeto crear una UE más 
segura que proporcione el mismo nivel de asistencia sanitaria para todos (20).

La Declaración ministerial conjunta sobre la garantía de la salud y los derechos sexuales y reproductivos, adoptada 
durante la Presidencia española el 28 de septiembre de 2023, hace un llamamiento a las instituciones de la UE y a los 
Estados miembros, para que «de acuerdo con sus respectivas competencias, y teniendo en cuenta las circunstancias 
nacionales», «garanticen el acceso al aborto seguro y legal y a la atención post-aborto eliminando las barreras que dificulten 
su ejercicio». Les insta también a que «adopten medidas específicas para asegurar el derecho de las mujeres y las niñas a 
acceder a los servicios de salud, garanticen la prestación de estos servicios por el sistema público de salud y dentro de un 
alcance geográfico razonable, y garanticen que el debido reconocimiento de la cláusula de conciencia individual del 
personal médico no obstaculice el ejercicio de estos derechos por parte de las mujeres y las niñas». En el momento de su 
adopción, la Declaración fue firmada por 16 Estados miembros (21), quedando su firma «abierta a cuantos Estados 
miembros deseen adherirse a la misma».

2.3. El problema central

El aborto inseguro es un problema de salud pública. Puede causar diversas formas de daños físicos (como la muerte y 
la infertilidad) y estrés mental grave.
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(18) Reglamento (UE) 2021/522 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de marzo de 2021, por el que se establece un programa de 
acción de la Unión en el ámbito de la salud (“programa UEproSalud”) para el período 2021-2027 y por el que se deroga el Reglamento 
(UE) n.o 282/2014 (DO L 107 de 26.3.2021, p. 1).

(19) Véase Salud y derechos sexuales y reproductivos |ACNUDH.
(20) Resolución del Parlamento Europeo, de 17 de diciembre de 2025, sobre la iniciativa ciudadana europea titulada «Mi voz, mi decisión: 

por un aborto seguro y accesible» https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-10-2025-0338_ES.html.
(21) España, Bélgica, República Checa, Dinamarca, Alemania, Estonia, Grecia, Francia, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, Eslovenia, 

Finlandia, Suecia e Irlanda.

https://www.ohchr.org/es/women/sexual-and-reproductive-health-and-rights
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-10-2025-0338_ES.html


Según la OMS:

Las estimaciones globales demuestran que el 45 % de todos los abortos practicados son inseguros, y entre ellos se incluye el 14,4 % 
considerado «menos seguro» (22). Se trata de un problema crítico de salud pública y derechos humanos; el aborto inseguro se 
concentra cada vez más en los países en desarrollo y entre los grupos en situación de vulnerabilidad y marginación.

En los países donde la ley restringe drásticamente el aborto inducido o donde existe otro tipo de barreras para su acceso, el aborto seguro 
se ha convertido con frecuencia en un privilegio de la clase pudiente, mientras que las mujeres pobres no tienen más remedio que 
recurrir a los servicios de proveedores no cualificados en entornos inseguros, o provocarse ellas mismas el aborto utilizando a 
menudo métodos peligrosos, lo que provoca una mortalidad y una morbilidad que se convierten en responsabilidad social y 
financiera del sistema de salud pública, y la denegación de los derechos humanos de las mujeres. El estatuto jurídico del aborto no 
tiene ningún efecto sobre la probabilidad de que una mujer se someta a un aborto provocado, pero tiene efectos drásticos sobre su acceso 
al aborto seguro (23).

En la UE, el acceso a la atención para el aborto difiere significativamente entre los Estados miembros.

Los organizadores de la ICE estiman que en la UE 20 millones de mujeres siguen sin tener acceso a un aborto seguro, y las 
que carecen de medios para viajar y obtener este servicio sanitario en otro Estado miembro —«las mujeres y sus familias, a 
menudo aquellas que viven en las comunidades marginadas y que menos pueden permitírselo» (24)— recurren a un aborto 
inseguro.

3. RESPUESTA A LA INICIATIVA CIUDADANA EUROPEA

A través de la ICE, se pide a la Comisión que «presente una propuesta de apoyo financiero a los Estados miembros que estén 
en condiciones de facilitar la interrupción segura de los embarazos a todas las mujeres en Europa que aún carezcan de 
acceso a un aborto seguro y legal». Este llamamiento debe leerse en el contexto más amplio de las consideraciones 
desarrolladas en la iniciativa (25), especialmente las que se refieren a la situación de las mujeres y sus familias, a menudo 
en las comunidades marginadas que menos pueden permitírselo.

La Comisión entiende la iniciativa como un llamamiento para que presente una propuesta de acto jurídico con el fin de 
proporcionar apoyo financiero a los Estados miembros que, sobre esta base, proporcionarían acceso a la atención para el 
aborto seguro, de conformidad con su Derecho interno, a las mujeres que no pudieran acceder a dichos servicios en su 
propio Estado miembro. El texto de la solicitud indica que no hay intención de interferir en las disposiciones legales o 
reglamentarias nacionales de los Estados miembros, sino más bien de proporcionar un apoyo financiero que 
complemente y respete los marcos jurídicos existentes.

Esta solicitud tiene en cuenta el reparto fundamental de competencias en la UE: i) las decisiones de índole normativa o 
bioética en materia de salud reproductiva y aborto son competencia de los Estados miembros (artículo 168, apartado 7, 
del TFUE); y ii) la UE solo tiene competencias de apoyo (artículo 168, apartado 5, del TFUE), que le permiten financiar las 
actuaciones de los Estados miembros para promover la salud.

Se concedería ayuda financiera a los Estados miembros que optaran, de forma voluntaria, por proporcionar acceso a 
servicios de aborto seguros a las mujeres de otros Estados miembros que, de otro modo, no podrían acceder a ellos.

En respuesta a la iniciativa, la Comisión subraya lo siguiente:

a) los Estados miembros podrán, si lo desean, utilizar el FSE+ para mejorar la igualdad de acceso a servicios sanitarios 
disponibles legalmente y asequibles, incluidos los servicios de aborto seguro;

b) por lo tanto, la Comisión considera que, en base a las razones que se exponen a continuación, no es necesario 
presentar una propuesta de acto jurídico al Parlamento Europeo y al Consejo por el que se establezca un nuevo 
programa de financiación, tal como se solicita.

a) Utilización del FSE+ para alcanzar el objetivo de la ICE

La Comisión considera que es posible alcanzar el objetivo de la ICE haciendo uso de los programas nacionales o regionales 
existentes cofinanciados por el FSE+.

DO C de 4.3.2026 ES 

ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/1383/oj 5/7
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índice de seguridad, 2010-14: estimaciones de un modelo jerárquico bayesiano», documento en inglés). The Lancet, 2017; 
390(10110):2372-81.

(23) Directrices sobre la atención para el aborto, segunda edición. OMS, 2024: https://www.who.int/publications/i/item/9789240104204.
(24) Véase la ICE, en el apartado «Objetivo de la iniciativa».
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En su decisión de registro, la Comisión recuerda que todo apoyo financiero a la actuación de un Estado miembro para 
promover la salud debe respetar las limitaciones establecidas en el artículo 168, apartado 7, del TFUE. La Comisión afirma, 
además, que la injerencia en las competencias de los Estados miembros también podría derivarse de la configuración 
concreta de la ayuda financiera (26).

El hecho de que el FSE+ se centre en mejorar el acceso a los servicios —entre ellos los sanitarios— y su asequibilidad, 
permite que los programas nacionales cofinanciados por este Fondo contribuyan al objetivo de la ICE.

El capítulo del FSE+ es ejecutado por la Comisión y los Estados miembros (en régimen de «gestión compartida»). Además, el 
Reglamento sobre disposiciones comunes (27) y el Reglamento del FSE+ (28) establecen los objetivos generales, adaptándolos 
a las políticas más amplias de la UE. Sin embargo, el marco legislativo del FSE+ deja en manos de las autoridades nacionales 
y regionales de los Estados miembros la determinación de los objetivos específicos que deben apoyarse en el marco de sus 
diversos programas nacionales y regionales (de acuerdo con la Comisión) y la gestión de la ejecución cotidiana. Entre otras 
cosas, los Estados miembros son responsables de seleccionar los proyectos, desembolsar los fondos a los beneficiarios y 
establecer los sistemas de gestión y control de los programas. Se crea así una asociación en la que la UE proporciona 
financiación, pero los Estados miembros ejecutan los programas sobre el terreno, garantizando que los fondos lleguen a 
sus beneficiarios previstos.

En el caso de la ICE, esto significa que los Estados miembros que deseen utilizar sus recursos del FSE+ (cofinanciación 
nacional y de la UE) para contribuir al objetivo de esta iniciativa tendrían que garantizar que esta sea coherente con la 
estrategia y los objetivos específicos de sus respectivos programas del FSE+ y contribuya a ellos. A fin de garantizar el 
respeto del artículo 168, apartado 7, del TFUE, cualquier actuación de un Estado miembro tendría que permanecer 
totalmente neutral en cuanto al lugar de procedencia de los pacientes y, por lo tanto, no podría dirigirse o limitarse a los 
pacientes de otros Estados miembros.

Si pretende introducir este tipo de medidas, es posible que el Estado miembro interesado tenga que modificar el programa 
pertinente del FSE+, con el fin de que se pueda facilitar el acceso a la asistencia sanitaria para el aborto de conformidad con 
su legislación nacional.

b) Motivos para no presentar una nueva propuesta de acto jurídico

La Comisión considera que no es necesario presentar una nueva propuesta de acto jurídico para alcanzar el objetivo de la 
ICE por las siguientes razones.

Los programas existentes ya permiten adoptar medidas que mejoran el acceso a los servicios sanitarios de aborto, siempre 
que no interfieran con las competencias de los Estados miembros en virtud del artículo 168, apartado 7, del TFUE. Este es 
el caso del programa del FSE+, que, como se explica en la sección 2.2, tiene por objeto, entre otras cosas, reducir las 
disparidades sanitarias y garantizar que las personas en situaciones vulnerables tengan acceso a los servicios sanitarios 
esenciales.

Al mismo tiempo, la Comisión debe respetar los límites de las competencias de la UE establecidos en el artículo 168, 
apartado 7, del TFUE.

Como se explica en la sección 2.2, es competencia de los Estados miembros decidir si proporcionan acceso legal al aborto, 
regular las condiciones en las que se permite el aborto y determinar las consecuencias para el orden público que se derivan 
de ello. El apoyo financiero es competencia de la UE, pero, habida cuenta de los límites establecidos en el artículo 168, 
apartado 7, del TFUE, solo para acciones que estén en consonancia con la legislación del Estado miembro en el que se 
lleven a cabo y únicamente en la medida en que dicha financiación no socave (directa o indirectamente) la competencia de 
los Estados miembros para organizar la asistencia sanitaria, incluidas sus decisiones de índole bioética.

Por consiguiente, todo mecanismo de financiación de la UE debe ser totalmente neutral en lo que se refiere al lugar de 
origen o residencia de los pacientes y no puede dirigirse específicamente a las mujeres de los Estados miembros en los que 
el aborto no sería posible desde el punto de vista jurídico.
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4. CONCLUSIÓN

Tal y como se establece en la sección 3, la Comisión concluye que es posible contribuir a la consecución del objetivo de la 
iniciativa a través del programa del FSE+. La Comisión considera que, para alcanzar el objetivo consagrado en el Tratado de 
garantizar un elevado nivel de protección de la salud humana, los Estados miembros pueden utilizar los fondos de la UE 
para dar acceso al aborto seguro, de forma voluntaria y de conformidad con su legislación nacional, a mujeres en 
situaciones vulnerables que de otro modo no podrían permitírselo.

Por lo tanto, la Comisión no estima necesario presentar una nueva propuesta de acto jurídico de la UE para alcanzar el 
objetivo perseguido por la ICE.

Es posible modificar los programas nacionales o regionales del FSE+ de los Estados miembros con el fin de incluir, si estos 
así lo desean, una acción que tenga por objetivo facilitar el acceso a servicios de aborto legalmente disponibles, seguros y 
asequibles. El procedimiento para modificar los programas nacionales o regionales del FSE+ se establece en el artículo 24 
del Reglamento sobre Disposiciones Comunes.

A continuación, los Estados miembros podrán presentar su programa modificado del FSE+ a la Comisión Europea para su 
aprobación. A continuación, la Comisión comprobará la conformidad de la modificación del programa con la legislación 
pertinente de la Unión y los principios del Tratado. Esto significa que la acción debe estar abierta a todas las mujeres, 
independientemente de su nacionalidad o lugar de residencia, y no dirigirse específicamente a mujeres de otros Estados 
miembros.

De este modo, la medida contribuirá a lograr altos niveles de salud física y mental para todas las mujeres, en consonancia 
con el principio 2 de la Declaración de principios para una sociedad igualitaria en materia de género.

La Comisión aprobará las modificaciones propuestas si considera que cumplen las normas aplicables.
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